TUTELA DE 1ª INSTANCIA

RADICACIÓN. 66001 22 04 003 2019 00027

ACCIONANTE: RUBÉN DARÍO GÓMEZ VALLEJO     

ACCIONADO: DIRECCIÓN SECC. ADMÓN. JUDICIAL DE PEREIRA  
ASUNTO: REMITE POR COMPETENCIA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN DE TUTELA / COMPETENCIA / LA DETERMINAN LOS DERECHOS 2591 DE 1991, 306 DE 1991 Y 1382 DE 2000 / CONTRA AUTORIDAD DEL ORDEN NACIONAL (DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL) ES COMPETENTE JUEZ DE CIRCUITO.
Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.

Por su parte el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, señaló lo pertinente al reparto de la acción de tutela, así: 

“(…) 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría”. (…)

… la naturaleza jurídica de la Dirección Ejecutiva Seccional de la Administración Judicial de Pereira es la de autoridad pública del orden nacional.  De tal manera, que para el presente caso y siguiendo las nuevas directrices de reparto de las acciones de tutelas dispuestas en el Decreto 1983 del 30 de noviembre de 2017, el cual es posterior al Auto 336 de 2017, antes referido, considera esta Sala que la demanda de tutela interpuesta por el señor Rubén Darío Gómez Vallejo deberá ser conocida por un Juez del Circuito de esta capital.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

Pereira, diecinueve (19) de febrero de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.0152
Hora: 11:00 a.m.
Procedente de la Oficina de Reparto de la Rama Judicial, se recibe acción de tutela instaurada por el señor Rubén Darío Gómez Vallejo en contra de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, Seccional Pereira, Risaralda, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad, en atención a que no se ha resuelto el recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra de lo resuelto en el oficio DESAJPE No18-874 del 27 de agosto de 2018.
Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.

Por su parte el artículo   2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, señaló lo pertinente al reparto de la acción de tutela, así: 
“Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:

(…) 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.

3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la República, del Contralor General de la Republica, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la Republica, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.
4. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones de los Fiscales y Procuradores serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad judicial ante quien intervienen. Para el caso de los Fiscales que intervienen ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera instancia y a prevención, los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura. Para el caso de los Procuradores que intervienen ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera instancia y a prevención, los Tribunales Administrativos o las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales.”  (Subrayas nuestras)


La Corte Constitucional en el Auto 336 del 12 de julio de 2017, dirimió un conflicto de competencia suscitado entre el  Tribunal Superior de Popayán, Sala Constitucional y  el Juzgado Primero de Menores con Funciones de Conocimiento de Popayán, Cauca, para conocer de una acción de tutela instaurada en contra de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, Seccional Popayán, Cauca.  En aquella oportunidad, esa Corporación señaló entre otros, que el juez de tutela debe establecer su competencia, verificando si la accionada es una autoridad del orden nacional o no y para ese caso, señaló: “la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial es un organismo de carácter nacional que, actúa en todo el territorio nacional para lo cual fueron creadas algunas seccionales que, en tal virtud, no son autoridades regionales sino, simplemente, existen para llevar a efecto una desconcentración en la prestación del servicio público.” Por lo que estableció que de acuerdo al Decreto 1382 de 2000, las acciones de tutela dirigidas en contra de esta entidad deben ser repartidas, para ser conocidas en primera instancia, ‘a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura’. En tal virtud, ordenó remitir el expediente para que el Tribunal Superior de Popayán, Sala Constitucional, asumiera el conocimiento de esa demanda de tutela. 
Significa entonces que la naturaleza jurídica de la Dirección Ejecutiva Seccional de la Administración Judicial de Pereira es la de autoridad pública del orden nacional.  De tal manera, que para el presente caso y siguiendo las nuevas directrices de reparto de las acciones de tutelas dispuestas en el Decreto 1983 del 30 de noviembre de 2017, el cual es posterior al Auto 336 de 2017, antes referido, considera esta Sala que la demanda de tutela interpuesta por el señor Rubén Darío Gómez Vallejo deberá ser conocida por un Juez del Circuito de esta capital. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la acción de tutela instaurada por el señor Rubén Darío Gómez Vallejo en contra de la Dirección Ejecutiva Seccional de la Administración Judicial de Pereira y ORDENA que la demanda sea repartida entre uno de los despachos judiciales con categoría del Circuito de Pereira. 

Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
